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En la presente edición convocamos a 
reflexionar sobre: “Seguridad ciudadana en 
América Latina”.

La seguridad ciudadana constituye 
actualmente la principal demanda a la que 
deben hacer frente los gobiernos democrá-
ticos. La tendencia alcista de las tasas de 
criminalidad y de victimización, tanto a nivel 
regional como global, es una clara manifes-
tación de ello. Con el objetivo de dar solución 
a dicha problemática, numerosos países han 
impulsado reformas policiales y reestruc-
turaciones institucionales que constituyen 
un esfuerzo casi inédito en su tipo. No obs-
tante, son varios los Estados en los que los 
recursos tanto humanos como económicos 
con los que cuentan resultan insuficientes. 
La seguridad, como bien público, es una res-
ponsabilidad primaria del Estado, aunque 
las autoridades locales y la sociedad civil en 
su conjunto también deben ser incluidas en 
una perspectiva holística que permita anali-
zar la problemática de manera integral.

En tal sentido, esta edición busca 
reflexionar sobre las múltiples causas de 
la violencia social y la inseguridad; las 
tendencias de las tasas de criminalidad 
y victimización; las principales medidas 
impulsadas en la región para combatirlas 
y, por último, los casos empíricos de las dis­
tintas reformas y reestructuraciones poli­
ciales implementadas en algunos países 
de América Latina.
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Ana María Morales Peillard y Nicolás 
Muñoz Correa (directora e investigador 
en la ONG Paz Ciudadana) encuentran que 
los desafíos de Latinoamérica consisten en 
la regulación de sistemas de juzgamien-
tos modernos y la necesidad de introducir 
mejoras a los respectivos sistemas peniten-
ciarios.

Nicolás Garcette (Dr. en Economía por 
la Escuela de Economía de París y espe-
cialista en Economía del Crimen y de la 
Corrupción), partiendo de un breve diag-
nóstico de las principales falencias de 
las policías argentinas, analiza en este 
artículo por qué las reformas policiales en 
Argentina han fracasado de manera reite-
rada.
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8

12 Olga Ávila  y Alberto Camardiel (coor-
dinadora e investigador del Observatorio 
Venezolano de Violencia) hacen, en este 
análisis, un recuento de lo que ha sido 
el comportamiento de la violencia y los 
homicidios en Venezuela, la cual ha tenido 
una evolución sin precedentes en los últi-
mos 25 años.

Bárbara Bonelli   (analista en el 
Observatorio de Políticas Sociales en el 
Ministerio de Desarrollo Social de la Ciudad 
de Buenos Aires y asesora en el Congreso 
de la Nación) nos acerca en este artículo 
un resumen del libro Ausencia Perpetua de 
Diana Cohen Agrest, el cual invita, a partir 
de un hecho puntual como es el asesinato 
de su hijo Ezequiel, a un debate reflexivo 
respecto de la justicia en nuestro país.
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La seguridad ciudadana en 
América Latina

Ana María Morales Peillard es Directora del área Justicia y Reinserción de la Fundación Paz Ciudadana amorales@pazciudadana.cl . 
Nicolás Muñoz Correa es investigador de la Fundación Paz Ciudadana nmunoz@pazciudadana.cl

La delincuencia es sistemáticamente mencionada por la ciudada-
nía como una de las preocupaciones más importantes en encues-
tas de opinión pública en Latinoamérica.

Establecer patrones de causalidad homogéneos en la región sería 
incorrecto, debido a la diversidad de situaciones que se presentan 
en cada país. Sin embargo, en lo que respecta a las respuestas que 
los Estados han intentado dar, el uso intensivo de la cárcel parecie-
ra ser una característica común de los países de la zona.

En esta línea, los desafíos de Latinoamérica consisten en la regu-
lación de sistemas de juzgamientos modernos y la necesidad de 
introducir mejoras a los respectivos sistemas penitenciarios.

Ana María Morales  Peil lard y Nicolás  Muñoz Correa 
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S egún el Informe 2011 de Latino­
barómetro, el problema más 
importante en América Latina 

es la delincuencia y la seguridad 
pública. De hecho, el 28% de los lati­
noamericanos considera que éste 
es el principal inconveniente de su 
país.

Las causas que subyacen esta 
cifra, no obstante, no deben ser 
vistas como homogéneas en todos 
los países de la región. Si bien la 
delincuencia se considera como un 
fenómeno multicausal en cualquier 
territorio, cada país cuenta con 
sus propias particularidades. En 
esta línea, naciones como Chile y 
Argentina no sufren problemáticas 
similares a otros países de la zona, 
tales como el narcotráfico, las altas 
tasas de homicidios y secuestros y 
crimen organizado, entre otros, pero 
sí presentan elevadas prevalencias 
de delitos contra la propiedad. 

Sin embargo, un fenómeno 
común en la región ha sido la pro­
liferación de mercados ilegales, ya 
sea el comercio de bienes robados, la 
producción y el tráfico de drogas, el 
contrabando y el fraude (Schneider, 
2010). 

En particular, en América Lati­
na el mercado de las drogas se ha 
convertido en un interés priorita­
rio, puesto que ha sido establecido 
como foco generador de violencia 
y delincuencia. En efecto, si bien en 
los casos de México y Colombia este 
problema es más alarmante debido 
a la existencia de bandas de crimen 
organizado que se disputan los 
mercados (Alfonzo, Cumsille y Fran­
zini, en Organización de los Estados 
Americanos, 2011), la situación, a 

nivel general, debe ser observada de 
manera crítica debido a la continua 
vinculación que se percibe entre el 
consumo de drogas y la comisión 
de delitos1. De hecho, durante el año 
2012, una investigación realizada 
por Fundación Paz Ciudadana en 
Chile, muestra que el consumo de 
cualquier droga de detenidos en fla­
grancia asciende a 63,4%.2

Siguiendo a Brand y Price 
(2000), son las víctimas quienes se 
encuentran impactadas por la delin­
cuencia y la violencia, toda vez que 
sufren, por ejemplo, el robo de bie­
nes y la violencia asociada, además 
de los efectos físicos, psicológicos y 
emocionales frente a la potencial 
inseguridad instaurada por este 
panorama.3 Además, se encuentra 
afectada la sociedad en su conjunto, 
ya que debe financiar los sistemas 
y las actividades del Estado rela­
cionados con la delincuencia. En 
este contexto, cuantificando los 
efectos de la delincuencia y la vio­

1-  La vinculación entre el consumo de drogas y la 
comisión de delitos ha sido ampliamente estudiada. 
En este contexto, y particularmente en la evidencia 
en los países más desarrollados, se sigue discutiendo 
respecto de la causalidad entre ambos fenómenos. 
La evidencia internacional da cuenta de variadas 
investigaciones que buscan resolver, con evidencia 
contundente, la relación en términos de causalidad 
entre droga/delito.

2-  En base a estudio I-ADAM (International Arrestee 
Drug Abuse Monitoring Program), aplicado a 
hombres y mujeres mayores de 18 años, detenidos 
en flagrancia por delitos de mayor connotación 
social (hurto y robo, entre otros), delitos de drogas 
y violencia intrafamiliar. Estos estudios consisten 
en encuestas cara-a-cara y test de orina “Screeners 
KO” para medir metabolitos de marihuana, cocaína 
(clorhidratos y pasta base) y metanfetamina.

3-  En palabras de Cohen (2000), la delincuencia 
provoca tanto costos tangibles (o costos fácilmente 
cuantificables en términos monetarios) como intan-
gibles (asociados al dolor, la angustia y sufrimiento, 
los cuales pueden terminar provocando traumas 
personales y cambios en las conductas habituales).

Según el Informe 2011 de 
Latino barómetro, el problema 
más importante en América 
Latina es la delincuencia 
y la seguridad pública. 
De hecho, el 28% de los 
latinoamericanos considera 
que éste es el principal 
inconveniente de su país.
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lencia para Centroamérica, el Banco 
Mundial estimó, para el año 2011, 
aproximadamente un costo del 8% 
del PIB para este grupo de países, 
considerando tanto la seguridad de 
la ciudadanía, los procesos judiciales 
y el gasto en servicios de salud.

Por otra parte, uno de los gran­
des problemas de la delincuencia 
y la violencia radica en que éstas 
erosionan la capacidad productiva 
de un país, toda vez que impiden el 
acceso a posibles oportunidades de 
empleo y educación, desalentando 
la acumulación de activos (Naciones 
Unidas, Oficina contra la Droga y el 
Delito, 2007). 

Según Moster y Lister (1999), la 
delincuencia y la violencia provocan 
vulnerabilidades en la capacidad de 
encontrar empleos y en el capital 
humano de las personas, generando 
fuertes implicancias con el desa­
rrollo productivo de una nación. 
Esta situación se agudiza aún más 
considerando que se observa un 
impacto de mayor magnitud, en tér­
minos relativos, en los sectores más 
vulnerables, al afectar sus bienes y 
medios de subsistencia. De acuerdo 
a estimaciones de Heinemann y 
Verner (2006), el costo de la delin­
cuencia y la violencia en términos 
de capital humano equivale al gasto 
en la región en educación primaria.

Bajo este panorama, una de las 
principales respuestas de los Esta­
dos de la región a la delincuencia 
ha sido la prisionización. En efecto, 
“apelar al clamor popular parece 
haberse convertido en una de las 
directrices básicas del diseño de una 
política criminal” (Varona, 2008), 
particularmente en Latinoamérica, 
cuestión que ha sido interpreta­
da por el mundo político y por los 
legisladores como la necesidad de 
implementar políticas de “mano 

dura” contra la delincuencia (Fuen­
tes, 2004).

¿La prisionización como 
respuesta? 

Latinoamérica, de acuerdo al 
International Centre for Prison Stu­
dies, cuenta con una tasa media 
de prisionización de 224 presos 
por cada 100.000 habitantes.4 Este 
promedio excede las tasas medias 
observadas en Europa o Asia, donde 
se exhiben cifras de entre 150 y 155 
presos por cada 100.000 habitantes. 
Esta situación, sin duda, nos plantea 
una problemática importante, y nos 
lleva a cuestionarnos si la política 
de utilización de la cárcel, llevada en 
Latinoamérica para hacer frente a 
los problemas de violencia y delin­
cuencia, es la adecuada. 

No obstante la elevada utiliza­
ción de la cárcel en la zona, los índi­
ces de victimización regional ascien­
den a 33% de acuerdo a Latinobaró­
metro, lo que excede notoriamente 
las cifras de victimización obser­
vadas en países desarrollados. En 
este contexto, se podría argumentar 
que las elevadas tasas de encarce­
lamiento observadas en la región 
responden, en definitiva, a la mayor 
cantidad de delitos cometidos. Sin 
embargo, la literatura criminológica 
ha planteado que el uso de la pri­
sión no responde directamente a los 
cambios en la cantidad de delitos 
cometidos, sino que más bien tiene 
relación con una decisión política 
de cómo reaccionar a ellos (Larrauri, 
2009). Así, en investigaciones como 
la desarrollada por Zimring (2007), 
se logró establecer extraordinarias 
diferencias entre países en la utili­
zación de la cárcel como respuesta, 

4-  La tasa considera a países de Sudamérica y Centro-
américa, incluyendo México y excluyendo a los países 
de la región del Caribe.

Sin embargo, la literatura 
criminológica ha planteado 
que el uso de la prisión no 
responde directamente a los 
cambios en la cantidad de 
delitos cometidos, sino que 
más bien tiene relación con 
una decisión política de cómo 
reaccionar a ellos (Larrauri, 
2009).
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no obstante presentar similares 
índices de victimización.

Asimismo, las elevadas tasas de 
encarcelamiento se ven agudizadas 
por la existencia, en varios países de 
la región, de sistemas de juzgamien­
to totalmente anacrónicos ­que no 
cuentan con mecanismos adecua­
dos de diversión del sistema penal­, 
y de la existencia de sistemas peni­
tenciarios precarios, con serias defi­
ciencias tanto en el cumplimiento 
de estándares internacionales de 
derechos humanos como en la ofer­
ta programática existente en mate­
ria de rehabilitación y reinserción, 
según lo ha constatado el Relator 
sobre los Derechos de las Personas 
Privadas de su Libertad en relación a 
las condiciones de las personas pri­
vadas de la libertad en sus diversas 
visitas in­loco a la región. 

¿Y entonces qué? 

De manera de hacer frente a 
las elevadas cifras de victimización, 
diversas legislaciones comparadas 
han optado por equilibrar las estra­
tegias para hacer frente al delito, 
centrándose en la utilización de tác­
ticas focalizadas en la prevención y 
el control; y haciendo un uso racio­
nal de la cárcel para aquellos casos 
que constituyen una afectación 
grave del sistema jurídico. 

Esto, a su vez, necesariamente 
debe ir acompañado de la existencia 
de sistemas de persecución eficien­
tes y transparentes, con el estable­
cimiento de espacios instituciona­
lizados de diversión, mediación y 
bargain. 

El desafío que se presenta en la 
región es enorme, aun cuando en 
varios países se ha tomado la senda 
de una reforma integral, partiendo 
por la regulación de sistemas de 
juzgamiento modernos, como es el 

caso de Chile y algunos estados de 
Argentina. Estas instancias consti­
tuyen, sin duda, ventanas de opor­
tunidades adecuadas para evaluar 
la política criminal, junto con el 
establecimiento de sistemas de per­
secución penal más eficientes. 

De la mano con lo anterior, 
resulta imperioso introducir profun­
das reformas al sistema sancionador 
de la región, implementando meca­
nismos de suspensión o sustitución 
penal que permitan estructurar 
sistemas de cumplimiento comuni­
tario de las sanciones a través de la 
instauración de sanciones como la 
multa, los servicios comunitarios y 
la libertad vigilada. Sin embargo, no 
basta sólo con regularlas jurídica­
mente, sino que es necesario que se 
estructuren como sanciones creíbles 
tanto para la judicatura como para 
la comunidad, contando con una 
adecuada institucionalización y una 
oferta de programas orientada de 
acuerdo a las necesidades de inter­
vención de los infractores. 

Finalmente, uno de los principa­
les desafíos pendientes en la región, 
tiene relación con la necesidad de 
introducir mejoras sustanciales a 
los sistemas penitenciarios. Esto no 
se logra sólo con la construcción de 
mejores recintos que puedan reem­
plazar la precaria infraestructura 
existente, sino que debe ser nece­
sario que la oferta que se entregue 
a los infractores de ley vaya de la 
mano con sus necesidades y tenga 
como fin último su reinserción, de 
manera de evitar que éstos cometan 
nuevos delitos. 

En esta línea, todas estas ins-
tancias estarán afectando la segu-
ridad pública de la región, promo-
viendo contribuciones directas a 
la disminución de los índices de 
victimización. 
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